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CONTRADICCIÓN DE TESIS 309/2016

CONTRADICCIÓN DE TESIS 309/2016, SUSCITADA ENTRE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN.
PONENTE: MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO.
SECRETARIA: NÍNIVE ILEANA PENAGOS ROBLES.
Ciudad de México, Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al nueve de febrero de dos mil diecisiete.
V I S T O S para resolver los autos del expediente número 309/2016, relativo a la Contradicción de Tesis suscitada entre la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, denunciada por el Titular de la Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Electorales de la Procuraduría General de la República; y, 

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Denuncia de la Contradicción. Mediante oficio 2198/FEPADE/2016, recibido el veintiséis de agosto de dos mil dieciséis, en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, Santiago Nieto Castillo, Titular de la Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Electorales de la Procuraduría General de la República, denunció la posible contradicción de tesis entre los criterios sustentados por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, al resolver la contradicción de tesis 36/2001-PS y el Juicio para la Protección de los Derechos Político-Electorales del Ciudadano SUP-JDC-1657/2016, respectivamente.

SEGUNDO. Trámite de la denuncia. Mediante acuerdo de uno de septiembre de dos mil dieciséis, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ordenó formar y registrar el expediente de contradicción de tesis número 309/2016, y admitió a trámite la referida contradicción; asimismo solicitó a la Secretaría de Acuerdos de la Primera Sala copia certificada de la ejecutoria dictada en la contradicción de tesis 36/2001-PS, así como el proveído en el que informara si el criterio se encuentra vigente o en su caso, la causa para tenerlo por superado o abandonado; y a la Presidencia de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, para que remitiera vía MINTERSCJN versión digitalizada del original o en su caso de la copia certificada de la resolución dictada en el Juicio para la Protección de los Derechos Político-Electorales del Ciudadano SUP-JDC-1657/2016 e informara si el criterio sustentado en el referido asunto de encuentra vigente o en su caso, la causa para tenerlo por superado o abandonado; también, turnó el asunto para su estudio al Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, en atención al turno que se lleva en la Secretaría General de Acuerdos
.

TERCERO. Integración del asunto. Mediante proveído de dieciocho de octubre de dos mil dieciséis, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, tuvo por recibidas las constancias respectivas y consideró que el presente asunto se encontraba debidamente integrado con los criterios que motivaron la posible contradicción de tesis, por lo que ordenó devolver el asunto al Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo
.

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es competente para conocer y resolver la presente denuncia de contradicción de tesis de conformidad con lo dispuesto en los artículos 99, párrafo séptimo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
,10, fracción VIII de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación
, y punto segundo, fracción VII del Acuerdo General número 5/2013, dictado el trece de mayo de dos mil trece por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a la determinación de los asuntos que el Pleno conservará para su resolución y el envío de los de su competencia originaria a las Salas y a los Tribunales Colegiados de Circuito
, en virtud de que se trata de una denuncia de posible contradicción de tesis suscitada entre un criterio de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SEGUNDO. Legitimación del denunciante. La denuncia de contradicción de tesis proviene de parte legitimada en términos de lo dispuesto por el artículo 99, párrafo séptimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación
; ya que fue presentada por Santiago Nieto Castillo, Titular de la Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Electorales de la Procuraduría General de la República, al haber sido parte con carácter de autoridad responsable en el Juicio para la Protección de los Derechos Político-Electorales del Ciudadano SUP-JDC-1657/2016, del cual deriva uno de los criterios contendientes en la presente contradicción, por lo que, se actualiza el supuesto de legitimación a que aluden los referidos preceptos.

TERCERO. Criterios de los tribunales contendientes.
I. Las consideraciones contenidas en la ejecutoria pronunciada por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, que dio origen a la denuncia de contradicción, son las siguiente: 
“II. CONSIDERACIONES

1. Competencia --- Esta Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación es formalmente competente para conocer y resolver el presente medio de impugnación, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 41, párrafo segundo, base VI; 99, párrafo cuarto, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 186, fracción III, inciso c), y 189, fracciones I, inciso e) y XIX, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; así como 3, párrafo 2, inciso c); 4, párrafo 1; 79, párrafo 2; 80, párrafo 1, inciso f), y 83, párrafo 1, inciso a), de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, por tratarse de un juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano interpuesto por un ciudadano, por propio derecho y en calidad de magistrado de un tribunal electoral local, a efecto de impugnar presuntos actos cuya realización ha afectado su derecho como integrante de la referida autoridad electoral estatal y el debido desempeño del cargo. --- Al respecto, este órgano jurisdiccional electoral federal ha establecido, conforme al criterio contenido en la tesis de jurisprudencia de rubro “COMPETENCIA. CORRESPONDE A LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION CONOCER DE LAS IMPUGNACIONES RELACIONADAS CON LA INTEGRACION DE LAS AUTORIDADES ELECTORALES DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS”, que es competente para conocer de las impugnaciones de actos o resoluciones vinculados con la indicada hipótesis normativa. --- En ese sentido, se ha reconocido el derecho a cuestionar aquellos actos o resoluciones que se estime atentan contra el pleno ejercicio de la función electoral de los integrantes de los órganos citados, de conformidad con los principios y valores establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque una concepción completa del derecho a integrar un órgano electoral no se limita a formar parte del mismo, pues se debe entender que implica también el derecho a ejercer las funciones inherentes al cargo. --- De otra manera se generaría una restricción injustificada del derecho de acceso a la jurisdicción que tiene todo ciudadano para reclamar actos que considera afectan su derecho a integrar órganos electorales, en detrimento a la garantía de tutela judicial efectiva prevista en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. --- Asimismo, cabe precisar que la competencia de la Sala Superior para conocer del asunto también se justifica porque el caso no está previsto en alguno de los supuestos de competencia de Salas Regionales. --- Similar criterio ha sido sostenido en los juicios para la protección de los derechos político electorales el ciudadano SUP-JDC-92/2013, SUP-JDC-3/2014 y SUP-JDC- 4370/2015. --- 2. Identificación del acto impugnado --- Si bien en el apartado atinente a la identificación del acto reclamado el promovente alude de manera genérica a “…las acciones intimidatorias y persecutorias que han venido realizando las autoridades responsables, mismas que han tenido como resultado la obstaculización, la restricción y el impedimento de ejercer como Autoridad Electoral con las Garantías Convencionales, Constitucionales y Legales; al acotar, suspender, impedir y restringir el ejercicio del cargo, al obstaculizar la posibilidad formal y material de desempeñar a cabalidad el nombramiento de Magistrado del Tribunal Electoral de San Luis Potosí conferido por el Senado de la República, toda vez que las referidas acciones intimidatorias y persecutorias ejercidas por las autoridades responsables, violentan de manera irrestricta, los principios de autonomía e independencia con que debe gozar el suscrito en mi calidad de Magistrado del Tribunal Electoral de San Luis Potosí”, esta Sala Superior advierte de la lectura integral del escrito de demanda que el actor se duele, en concreto, de los presuntos hechos ocurridos el quince de abril de dos mil dieciséis, cuando aduce que la Magistrada señalada como responsable introdujo al tribunal electoral local personas armadas que catearon las instalaciones e intimidaron al personal, incluido el propio enjuiciante. --- En efecto, en el referido ocurso el actor manifiesta, en lo conducente: --- IV. HECHOS --- … --- 7.- El día 30 de marzo de 2016, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación dictó Sentencia en el Juicio SUP-JDC-4370/2015 de referencia, resolución en la cual, el agravio principal presentado por la Magistrada, lo desecho al considerarlo extemporáneo, considerando fundados diversos agravios mediante los cuales llegó a considerar que había existido acoso laboral de parte del Magistrado Rigoberto Garza de Lira y del que Suscribe Oskar Kalixto Sánchez, para con la magistrada. --- 8.- Con motivo de lo anterior, a partir que salió la resolución la Magistrada Pedroza y el titular de la FEPADE iniciaron una serie de acciones intimidatorias y persecutorias, entre las que cabe destacar entrevistas donde sostenía que el Senado de la República nos tiene que destituir, incidentes donde nos acusó de no estarle dando cumplimiento a la resolución, pero la más grave fue cuando el día 15 de abril del año en curso, la magistrada introdujo al Tribunal a personas con aspecto militar o policiaco, alguno de ellos armados y la mayoría de ellos con uniforma táctico de chaleco antibalas; los cuales sin identificarse ni dar ninguna explicación, ni mucho menos solicitar permiso, irrumpieron en las instalaciones del Tribunal Electoral de San Luis Potosí, no pudiéndoles detener el Subsecretario del Tribunal Electoral, porque como venían armados temió por su seguridad, el presidente de la institución intentó que le explicaran quienes eran y cuál era el motivo de su presencia, sin embargo se rehusaron a proporcionar todo tipo de información, y anduvieron cateando todo el tribunal, tomando videos y fotografías tanto de las instalaciones como del personal y anduvieron inspeccionando tanto las diferentes áreas como las computadoras (situación que se puede corroborar con los videos que tomaron en sus celulares algunos trabajadores del Tribunal Electoral) razón por la cual la entrada abrupta e intimidatoria de estas personas de aspecto policiaco generó temor e incertidumbre tanto para el personal como para los otros dos Magistrados que laboramos en la institución, ya que dichas personas deambulaban por cada una de las áreas del edificio, sin decir nada solo tomando fotografías o videos, ocasionando que las labores diarias del Tribunal Electoral se vieran interrumpidas ante la presencia de dichas personas. --- 9.- La intervención de los supuestos agentes policiacos en el Tribunal duró varias horas ya que llegaron a las 12:30 horas aproximadamente y se retiraron a las 16:30 horas, lapso de tiempo en el cual el Magistrado Presidente de la Institución, aprovechó para llamar a la Comisión Estatal de Derechos Humanos, para solicitar el apoyo para que algún visitador acudiera en auxilio de la institución y diera fe de los hechos donde se estaba vulnerando la autonomía de la institución. Después de algún tiempo, llegaron al Tribunal dos visitadores de la Comisión Estatal de Derechos Humanos, quienes procedieron a tomar nota de los hechos acontecidos y procedieron a tomar unos videos con el celular y levantar unas actas, (actas y videos que se aportan a este medio de impugnación en el capítulo de pruebas), ya en presencia de los visitadores, el Presidente del Tribunal les volvió a insistir a las personas de aspecto policiaco que dijeran quienes eran, que señalaran el motivo de su visita y que mostraran el mandamiento por escrito de autoridad competente que los facultara para hacer eso, sin embargo a pesar de que se encontraban en presencia de los visitadores de la Comisión Estatal de Derechos Humanos se negaron a proporcionar información, sólo uno de ellos dijo su nombre y dijo que eran de la PGR y la FEPADE, pero en ningún momento se identificaron ni dieron mayores detalles del motivo de su presencia; cabe señalar que en presencia de los mismos visitadores de la Comisión de Derechos Humanos, la magistrada Yolanda Pedroza Reyes, señalo que ella había sido la que había llevado a los agentes policiacos al Tribunal, sin embargo no proporcionó la razón, el motivo fundado ni mucho menos el acuerdo del pleno del tribunal que hubiere facultado la irrupción e intervención de dichos elementos policiacos en el tribunal, ni mucho menos para que anduvieran inspeccionando todo el lugar, sacando videos y fotos del personal y de las instalaciones. --- 10.- Es importante señalar, que los visitadores de la Comisión Estatal de Derechos Humanos, estuvieron entrevistando sorpresivamente al personal del Tribunal, quienes narraron de manera muy natural y espontánea la intimidación que estaban viviendo al intervenir elementos policiacos el tribunal, detallando algunos de estos trabajadores, como fue que la presencia de éstos elementos les obstaculizó para realizar sus funciones cotidianas. --- … --- De lo transcrito se corrobora que el ocursante se duele, de manera específica, de los supuestos hechos ocurridos entre las doce horas con treinta minutos y las dieciséis horas con treinta minutos -aproximadamente- del día quince de abril de dos mil dieciséis en las instalaciones del Tribunal Electoral del Estado de San Luis Potosí, cuando presuntamente la Magistrada Yolanda Pedroza Reyes introdujo a dicho inmueble personas armadas de aspecto policiaco, aparentemente de la Procuraduría General de la República y de la Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Electorales de esa misma institución (FEPADE), quienes catearon el lugar y tomaron video y fotografías del personal y las instalaciones. Hechos que, según se desprende de la narrativa del escrito de demanda, fueron directamente presenciados por el actor, quien tuvo conocimiento de ellos in situ, pues según su propio dicho, fue uno de los magistrados presentes que, junto con el Magistrado Presidente y el personal que labora en esa institución, se vio afectado por el temor y la incertidumbre generados con la irrupción de los referidos elementos policiacos. --- En ese sentido, como se expuso en líneas precedentes, no obstante que el actor aduce como acto impugnado, de manera vaga e imprecisa, diversas acciones intimidatorias y persecutorias que han acotado, suspendido, impedido y/o restringido el ejercicio del cargo, de la revisión exhaustiva del respectivo escrito de demanda no se desprende algún otro acto, distinto a los hechos señalados, que pudiera tenerse adicionalmente como controvertido. --- Por tanto, para efectos del presente medio de impugnación, se tiene como acto impugnado los presuntos hechos ocurridos el quince de abril de dos mil dieciséis en las instalaciones del Tribunal Electoral del Estado de San Luis Potosí. --- 3. Desechamiento --- Con independencia de que en el presente medio de impugnación pudiera acreditarse alguna otra causa de improcedencia, esta Sala Superior advierte que se actualiza la prevista en los artículos 9°, párrafo 3, y 10, párrafo 1, inciso b), in fine, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, toda vez que la promoción del mismo resulta extemporánea. En el citado artículo 9°, párrafo 3, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral se establece que los medios de impugnación serán improcedentes y se desecharán de plano cuando su notoria improcedencia derive de las disposiciones de esa misma ley; en tanto que, en el referido artículo 10, párrafo 1, inciso b), in fine, de la propia ley general, se prevé en lo conducente que el medio de impugnación será improcedente cuando no se hubiese interpuesto dentro del plazo establecido legalmente. --- En ese sentido, en el diverso artículo 8, párrafo 1, de la propia ley adjetiva electoral se precisa que los medios de impugnación previstos en ese mismo ordenamiento legal deberán presentarse dentro de los cuatro días contados a partir del siguiente a aquél en que se tenga conocimiento del acto o resolución impugnado, o se hubiese notificado de conformidad con la ley aplicable, salvo las excepciones previstas expresamente en la propia ley. Lo anterior, en la inteligencia de que, conforme con lo previsto en el artículo 7, párrafo 2, de la misma ley general, cuando la violación reclamada no se produzca durante el desarrollo de un proceso electoral federal o local, según corresponda, el cómputo de los plazos se hará contando solamente los días hábiles, debiendo entenderse por tales todos los días a excepción de los sábados, domingos e inhábiles, en términos de ley. --- En el caso, de lo expuesto por el mismo actor y de las constancias de autos se advierte que el plazo a que se ha hecho referencia transcurrió en exceso, actualizándose la causa de improcedencia consistente en la extemporaneidad de su presentación, debiéndose en consecuencia desechar de plano de la demanda. --- En efecto, no obstante que -según se ha precisado con antelación- el actor tuvo conocimiento directo de los hechos materia de controversia desde el quince de abril de dos mil dieciséis, éste promovió el presente medio de impugnación hasta el treinta y uno de mayo del año en curso. Circunstancia, esta última, no controvertida, comprobable a través del respectivo aviso de presentación con número de oficio 1944/DGJMDE/FEPADE/2016, suscrito por el Director General Adjunto de Dictámenes y Servicios Legales, en suplencia por ausencia del Director General Jurídico en Materia de Delitos Electorales, de la Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Electorales de la Procuraduría General de la República, así como de los sellos de recepción de la misma dependencia, estampados en el correspondiente escrito de presentación, de donde se corrobora, precisamente, la promoción del juicio ciudadano a las veinte horas con cincuenta y seis minutos del treinta y uno de mayo de dos mil dieciséis. --- En consecuencia, resulta inconcuso que en la especie se actualiza notoriamente la extemporaneidad del medio de impugnación, toda vez que, como ya se precisó, los actos de los cuales se duele el actor fueron de su conocimiento desde el quince de abril de dos mil dieciséis, en tanto que el escrito de demanda fue presentado un mes y medio después, hasta el treinta y uno de mayo siguiente, lo cual hace evidente su falta de oportunidad al haber transcurrido con exceso el referido plazo de cuatro días establecido legalmente para tal efecto. ---  No es óbice a lo anterior que, para justificar la oportunidad del presente medio de impugnación, el actor aduzca que fue hasta el veintiséis de mayo de dos mil dieciséis cuando tuvo pleno conocimiento de la intervención -en los hechos- de la FEPADE con motivo del oficio suscrito por el Presidente del Tribunal Electoral del Estado de San Luis Potosí; ni tampoco que manifieste que se trata de hechos de tracto sucesivo que han venido generándose desde el pasado y no han concluido. --- Por cuanto hace al oficio que el Magistrado Presidente del Tribunal Electoral del Estado de San Luis Potosí –Rigoberto Garza de Lira- dirigió al actor el veintiséis de mayo del año en curso, este órgano jurisdiccional federal considera que no es apto para tenerlo como referente de la fecha a partir de la cual el actor fue notificado o tuvo conocimiento de los hechos controvertidos. --- En primer lugar, porque la información contenida en el citado oficio versa exactamente sobre los mismos presuntos hechos - objeto de controversia- respecto de los cuales el actor tuvo conocimiento directo desde el momento en que éstos ocurrieron, es decir, desde el quince de abril de dos mil dieciséis, sin que en tal oficio se aluda a algún acto distinto o novedoso, o a cierto elemento adicional que, vinculado a los hechos objeto de impugnación, fuera desconocido por el actor o pudiera variar en algún modo los mismos. Tan es así, que en el contenido del citado oficio de respuesta y en el escrito que le dio origen (presentado por el actor el veinte de mayo), se señala de manera expresa y reiterada que la información solicitada versa y se acota sobre los hechos ocurridos el quince de abril de dos mil dieciséis en las instalaciones de ese tribunal electoral local. --- Asimismo, porque la información que presuntamente se esclareció en dicho oficio respecto a la participación de la FEPADE en los hechos controvertidos, realmente no arroja elemento novedoso ni adicional a lo que ya conocía el actor desde el quince de abril de dos mil dieciséis, pues según se desprende de la transcripción atinente del escrito de demanda, desde esa fecha el actor tuvo conocimiento de que los hechos controvertidos presumiblemente provenían de la Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Electorales de la Procuraduría General de la República, porque así lo había externado, precisamente, alguna de las personas involucradas en tales hechos. --- Incluso, cabe precisar que el citado oficio de veintiséis de mayo de dos mil dieciséis emitido por el Magistrado Presidente del Tribunal Electoral del Estado de San Luis Potosí, que el actor cita como el instrumento que le permitió tener “conocimiento pleno de la intervención de la FEPADE” (sic) en tales acontecimientos, tampoco aporta por sí mismo la certeza a que alude el actor para pretender justificar la oportunidad de su demanda, pues en ese mismo oficio el Magistrado Presidente del mencionado tribunal electoral local precisa, en lo atinente, que no ha tenido comunicación oficial por parte de la FEPADE que confirme su intervención en los hechos, y que solo ha tenido información indirecta sobre la participación de dicha fiscalía a partir de una nota periodística de la que acompaña copia fotostática, de la cual se podría inferir que fue la FEPADE la que irrumpió en las instalaciones del tribunal local el citado quince de abril del año en curso. ---  Por tanto, dicho oficio no aporta el grado de certeza y pleno conocimiento -sobre el dato aislado relativo a la presunta participación de la FEPADE en los hechos controvertidos- a partir del cual el actor pretende generar y justificar la oportunidad del presente medio de impugnación. --- Aunado a lo anterior, esta Sala Superior considera que tampoco es dable otorgar efectos para el cómputo del citado plazo al mencionado oficio de veintiséis de mayo, porque tal comunicado fue emitido por el Presidente del Tribunal Electoral del Estado de San Luis Potosí a instancia del propio actor, es decir, en respuesta a la mencionada petición formulada por el promovente el veinte de mayo anterior. De lo cual se desprende que ambos documentos no tienen una relación de inmediatez con los hechos materia de controversia del quince de abril de la presente anualidad, pues ambos fueron generados unilateralmente por el enjuiciante, como se señaló, con notoria dilación respecto a la indicada fecha en que presuntamente ocurrieron los hechos objeto de agravio. --- Por otra parte, no es dable admitir -como propone el ocursante a fin de justificar la oportunidad de su demanda- que los hechos materia de impugnación son de tracto sucesivo y actualizan el criterio previsto en la jurisprudencia de rubro “PLAZOS LEGALES. COMPUTO PARA EL EJERCICIO DE UN DERECHO O LA LIBERACION DE UNA OBLIGACION, CUANDO SE TRATA DE ACTOS DE TRACTO SUCESIVO”. --- En ese tenor, además de plantear que el acto reclamado corresponde a “…las acciones intimidatorias y persecutorias que han venido realizando las autoridades responsables, mismas que han tenido como resultado la obstaculización, la restricción y el impedimento de ejercer como Autoridad Electoral…”, el actor expone lo siguiente: --- … --- 12.- A través de la nota periodística que me fue proporcionada el 26 de mayo de 2016, fue como me enteré que el Dr. Santiago Nieto, participó en un foro donde vuelve a sostener que en el caso de la Magistrada de San Luis Potosí existió violencia política, dando entender además que se está integrando una averiguación en nuestra contra. Misma nota que aporto como prueba a este medio de impugnación. Por su parte, la Magistrada Yolanda Pedroza Reyes, ha realizado varias declaraciones periodísticas, donde sostiene que el Senado de la República nos debe destituir, así mismo la Magistrada Pedroza ha sostenido en reuniones públicas, que está armando toda una estrategia para meternos a la cárcel a mí y a mi compañero Magistrado Rigoberto Garza de Lira, ya que sostiene contar con el apoyo de la FEPADE. --- 13.- De todo lo expuesto hasta el momento, se acredita que ha existido de parte del Titular de la FEPADE C. Santiago Nieto y del personal a su cargo, así como de parte de la Magistrada Yolanda Pedroza, una serie de acciones intimidatorias y persecutorias que sin lugar a duda, han afectado mi desempeño como Magistrado Electoral del Estado de San Luis Potosí, a plena cabalidad con las Garantías Convencionales, Constitucionales y Legales para ejercer el mandato que me fue conferido. Ya que resulta ilógico pensar, que alguien pueda ejercer en plenitud la función Jurisdiccional de Magistrado Electoral que le fue conferida, a sabiendas que está siendo objeto de acciones intimidatorias y de persecución policiaca y penal de parte de la Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Electorales FEPADE, persecución que ponen en riesgo su propia libertad y seguridad; sobre todo ante la incertidumbre de que no se ha proporcionado por esa institución de procuración de justicia ningún dato de la investigación, y sin embargo, tengamos que enterarnos por los periódicos de lo que está ocurriendo, a través del linchamiento público orquestado por el Titular de la FEPADE y la Magistrada Yolanda Pedroza Reyes. --- … --- Al respecto, como se anticipó, esta Sala Superior considera que no se actualiza en la especie la referida figura de tracto sucesivo, porque lo aseverado por el actor solo constituye una serie de manifestaciones genéricas y subjetivas, limitadas a especular sobre la existencia de actos de intimidación y persecución atribuibles a las responsables, sin precisar cuáles han sido éstos o en qué han consistido, ni ubicar las mínimas condiciones de tiempo, modo y lugar en que éstos hubiesen tenido verificativo, ni ofrecer sustento argumentativo ni probatorio alguno que justifique su dicho y, sobre todo, que acredite la presunta realización -continuada y sostenida en el tiempo- de esos supuestos actos de intimidación y molestia. --- Asimismo, aunado a que los multicitados hechos constitutivos del acto reclamado presumiblemente ocurrieron el quince de abril de dos mil dieciséis (momento en el cual se agotaron, consumaron y cesaron), de la lectura integral del escrito de demanda no se advierte que el ocursante refiera otros actos concretos, anteriores y/o posteriores, que vinculados a aquéllos hechos o incluso distintos a los mismos, pudieran acreditar en cierto lapso el despliegue de las responsables de un proceder constante con efectos subsecuentes, que en forma persistente hubiese seguido actualizando una situación de molestia al actor, suficiente y eficaz para configurar actos de tracto sucesivo y, con ello, justificar legalmente la oportunidad de la demanda. --- En consecuencia, al resultar extemporánea la promoción del presente medio de impugnación, se debe desechar de plano el escrito de demanda del juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano incoado por Oskar Kalixto Sánchez. --- (…)”.
II. Las consideraciones contenidas en la ejecutoria pronunciada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, son las siguientes: 
“NOVENO.- Esta Primera Sala resuelve que debe prevalecer con carácter de jurisprudencia  el criterio que se sostiene en la presente resolución. --- A efecto de ilustrar a la decisión a la cual se habrá de arribar conviene tener presente como cuestión previa lo siguiente. --- El artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece la atribución del Ministerio Público de investigar y perseguir delitos, esta atribución se refiere a dos momentos procedimentales: el preprocesal y el procesal; el preprocesal abarca precisamente la averiguación previa, constituida por la actividad investigadora del Ministerio Público, tendiente a decidir sobre el ejercicio o abstención de la acción penal; el mencionado precepto  otorga por una parte una atribución al Ministerio Público puede investigar delitos, de manera que la investigación se inicia a partir del momento en que el Ministerio Público tiene conocimiento de un hecho posiblemente delictivo, a través de una denuncia o una querella, y tiene por finalidad optar en sólida base jurídica, por el ejercicio o abstención de la acción penal, no necesariamente ejercitar la acción penal. --- La función investigadora del Ministerio Público tiene su fundamento en el artículo 21 de la Constitución Política, debe atender a lo preceptuado en el artículo 16 de este mismo ordenamiento y tiene por finalidad decidir sobre el ejercicio o abstención de la acción penal. --- Puede definirse la averiguación previa como la etapa procedimental durante la cual el órgano investigador realiza todas aquellas diligencias necesarias para comprobar, en su caso, el cuerpo del delito y la probable responsabilidad, y optar por el ejercicio o abstención de la acción penal. --- La averiguación previa se integrara con las siguientes fases: recepción, investigación, determinación y consignación. --- La primera fase de la receptación, en el trámite ordinario, en relación a la mayoría de los delitos contenidos en la parte especial del ordenamiento jurídico son: la denuncia (verbal o escrita), que recibe en sus oficinas el órgano designado para ello por disposición Constitucional, el Ministerio Público o si se quiere ante cualquier servidor público de la Procuraduría; situación que obliga legalmente a poner en movimiento al Ministerio Público, esto es, la maquinaria ministerial y su sistema de prosecución al ser receptores de estos hechos, circunstancias o situaciones, que están evidenciando un delito, formalmente procederán a llevar a cabo la diligenciación de todas aquellas actuaciones que están destinadas a cubrir la materialidad del tipo penal, motivo y razón de su proceder de oficio y posteriormente en llevar a cabo otras tantas actuaciones que complementan su función. --- Esta fase es la que da inicio a la averiguación previa, por ello puede y debe, dicha institución utilizar los métodos más apropiados y los conocimientos técnicos legales, justos al ilícito que se va acreditar, sin olvidar que de ser un simple receptor de pruebas, debe convertirse en un instrumentador, orientador, técnico legalista y protector del pasivo del delito y un consumado experto en integrar la Averiguación Previa. --- Ordinariamente en nuestro sistema penal mexicano el Ministerio Público es el que conforma por lo general la fase de recepción de pruebas para integrar la averiguación previa, hasta el último momento que funge como autoridad que es hasta la consignación. --- La segunda fase es la de investigación en la que la función persecutoria, cobra real y verdadera relevancia legal, con base constitucional en donde el Ministerio Público se convierte en un auténtico investigador, cuya actividad principal es la de realizar diligencias que tengan como fin, encontrar todos aquellos indicios, medios, instrumentos u cualquier otro tipo de elementos, que se conviertan en los factores probatorios, que le permitan primeramente integrar su investigación, su acción,  los elementos del tipo y por supuesto la probable responsabilidad  del inculpado; en esta etapa su función  no es otra cosa más que el hecho de buscar y de abocarse a encontrar todos los elementos necesarios, bastantes y suficientes, para que una vez recibidos, pueda dicha institución mediante un análisis lógico jurídico interpretativo, concluir, de que en la investigación se sustraen los elementos materiales que acreditan el tipo y la probable responsabilidad; esta etapa  debe encaminarse a realizar todas las diligencias. --- De esta manera el  Ministerio Público realizará en esta elemental fase, una función realmente investigadora, misma que le compete y que se le faculta en el  artículo 21 constitucional, para ello debe practicar las diligencias que sean necesarias, de una parte, para la comprobación de los elementos constitutivos del tipo penal, contenidas en la definición y descripción legal y por supuesto la de indagar quien o quienes son los responsables. --- Con las reformas  constitucionales al artículo 21, la acción e integración del expediente ministerial, dejó de ser secreto, consecuentemente, las diligencias que practique en el curso de su investigación, deberá ser lo más técnico, veraz, coherente y realmente acuciosas, cuyo  matiz formal sea el científico, dado que se han comprobado cada una de las probanzas o diligencias recabadas, lo cual le darán eficacia jurídica en el momento solemne de la consignación. La propia Constitución no regula ni reglamenta las actividades del Ministerio Público, al igual que otras tantas acciones que de facto realiza. --- Por último, con la  determinación se concluye una de las fases de la Investigación Ministerial Previa, con ello se especifica técnica y legalmente el delito por el cual se consignará tal investigación; así la determinación es calificar los hechos presumiblemente delictivos con los cuales una vez analizados de manera detallada por el Ministerio Público, se concluya con el estudio técnico y se pase a la fase de la consignación al ejecutar la acción penal con lo cual prácticamente se cierra la fase de la  receptación de pruebas y de la investigación de datos, hechos y sucesos delictivos que conformen el tipo penal y la probable responsabilidad. --- Una vez establecidas las fases que integran la averiguación previa es posible establecer  que el  Ministerio Público es autoridad durante la averiguación previa y parte en el proceso, desde que ejercita la acción penal, su carácter de autoridad durante la averiguación previa se pone de manifiesto por cuanto sus actuaciones en esta fase tienen valor probatorio. La averiguación previa comprende todas las diligencias necesarias para que el Ministerio Público resuelva sobre el ejercicio de la acción penal, en consecuencia en este periodo se le confía desde recibir denuncias y querellas, practicar averiguaciones  y buscar pruebas de la existencia de los delitos y de la responsabilidad de los participantes, así como ejercer, en su caso la acción penal. --- Siempre actúa el Ministerio Público como autoridad y no como parte durante la averiguación previa. --- De esta manera la averiguación previa tiene como objetivo directo preparar la determinación del Ministerio Público, entendida como el ejercicio de la acción penal; en esta preparación del ejercicio de la acción penal el Ministerio Público practica todas las diligencias necesarias que le permitan estar en aptitud de ejercer la acción penal  debiendo para esos fines integrar el cuerpo del delito y la probable responsabilidad. --- Una vez limitada la función del Ministerio Público dentro de la averiguación previa resulta necesario a efecto de establecer el criterio que debe prevalecer, precisar que el Tribunal Pleno al  conocer de conflictos competenciales suscitados entre tribunales colegiados o jueces de distrito, invariablemente ha atendido a la naturaleza del acto reclamado para decidirlos, prescindiendo de la autoridad de la que emana el acto, como se desprende de los siguientes criterios: --- Séptima Época --- Instancia: Pleno --- Fuente: Semanario Judicial de la Federación --- Tomo: 205-216 Primera Parte --- Página: 10 --- “ACTOS DE CONTENIDO MATERIALMENTE LABORAL REALIZADOS POR AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. ES COMPETENTE PARA CONOCER DEL AMPARO PROMOVIDO EN SU CONTRA EL JUEZ DE DISTRITO EN MATERIA DE TRABAJO. Se transcribe) --- Séptima Época, Primera Parte: --- Volúmenes 175-180, página 205. Competencia 137/81. Suscitada entre los Jueces Cuarto de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal y el de Distrito en Materia de Trabajo en el Distrito Federal. 7 de diciembre de 1982. Unanimidad de veinte votos. Ponente: Francisco H. Pavón Vasconcelos. Secretario: Arturo Iturbide Rivas. --- Séptima Época --- Instancia: Pleno --- Fuente: Semanario Judicial de la Federación --- Tomo: 163-168 Primera Parte --- Página:    29 --- “COMPETENCIA DE LOS JUECES DE DISTRITO CUANDO SE RECLAMAN REGLAMENTOS. DEBE ATENDERSE A LA NATURALEZA MATERIAL DE ESTOS. Se transcribe)--- De los criterios antes transcritos se advierte  que la naturaleza del acto ha sido fundamental para establecer la competencia de los juzgados o tribunales por materia, buscando con ello garantizar la prontitud en la tramitación y fallo de los juicios, atendiendo a que la resolución de los asuntos por materia, requiere del conocimiento y experiencia de los que se dedican a cada una de ellas. --- Ahora bien, en cuanto a la naturaleza de los actos realizados por el Ministerio Público dentro de la averiguación previa, debemos tomar en cuenta que dicho  representante social al iniciar una averiguación previa por denuncia, acusación o querella, de oficio, practica toda clase de diligencias con fundamento tanto en leyes sustantivas como adjetivas penales: esto es, desahoga testimoniales, ordena prácticas periciales, inspecciones oculares, reproducción de hechos; da fe de objetos; practica cateos, ordena detenciones y arraigos; valora pruebas, todo ello para acreditar los elementos del tipo penal del delito de que se trate, lo cual implica que tenga que verificar la existencia de la correspondiente acción u omisión; la lesión del bien jurídico; o en su caso, el peligro al que estuvo expuesto; la forma de intervención de los sujetos activos; la realización dolosa o culposa de los hechos; la calidad de los sujetos activos, cuando el tipo  lo requiere; el resultado de la conducta y su atribuibilidad a la acción u omisión, o sea, la relación o el nexo causal entre la conducta y el resultado; el objeto material del delito, los medios utilizados; las circunstancias de lugar, tiempo, modo y ocasión en que ocurrieron los hechos, los elementos subjetivos específicos y las demás circunstancias que la ley prevea. --- De esta manera, si bien los actos realizados por el agente del Ministerio Público durante la integración de la averiguación previa, que no incidan en la libertad personal del quejoso, son por  el órgano que los realiza formalmente administrativos, por su naturaleza intrínseca son materia  penal, razón por la cual en caso de  proceder el juicio de amparo en su contra, es competente para conocer del juicio de amparo que se promueva en su contra y como consecuencia del recurso de revisión, un juez de Distrito o Tribunal Colegiado en Materia Penal. --- Sobre el particular, el Tribunal Pleno, al resolver por unanimidad de diez votos, el día tres de abril de dos mil, el conflicto competencial número 140/2000, suscitado entre el entonces Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y del Trabajo del Cuarto Circuito y el también entonces Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del mismo circuito en la parte que interesa sostuvo lo siguiente: --- - La averiguación previa que levanta el Ministerio Público, al hacerse la consignación al juez del conocimiento, integra, junto con las diligencias judiciales, un todo indivisible que constituye el proceso; ciertamente, la primera etapa del procedimiento es la averiguación previa, la cual inicia con la denuncia o querella, lo que generalmente origina que el Ministerio Público ponga en práctica las diligencias necesarias para acreditar la existencia del delito o delitos, así como la probable responsabilidad de los autores y partícipes, las medidas para su detención cuando proceda, o en su caso, concederles la libertad; pero también deberá velar por la protección de los ofendidos por la comisión delictiva, y restituirles sus derechos que hayan sido afectados; una vez practicadas las actuaciones pertinentes en tal sentido, esa etapa concluye en la decisión del investigador, de ejercer la acción penal ante las autoridades competentes, o bien, decidiendo no ejercerla, si a su criterio no están integrados los elementos de la figura típica, o estándolo, no existen datos que hagan probable la responsabilidad de aquéllos a los que se ha atribuido su comisión. --- - Cuando se trata de actos o abstenciones en la averiguación previa, no es suficiente estimar que por tratarse de una autoridad administrativa, los actos que emita revistan también ese carácter, ya que para determinar las características jurídicas del acto, se debe atender a la naturaleza del mismo, de modo que si este se sujeta a disposiciones de naturaleza penal, debe estimarse que corresponde a la materia penal aunque provenga de una autoridad administrativa. ---  - El agente del Ministerio Público al realizar los actos de la averiguación previa tendientes a satisfacer los requisitos que se exigen para el ejercicio de la acción penal, actúa como autoridad, según lo ordenado por el artículo 21 Constitucional, que, en el párrafo conducente, depositó en el Ministerio Público la investigación y persecución de los delitos; luego, la calidad de autoridad que ostenta en el ejercicio de la acción penal, que es distinta y previa a la que realiza dentro del proceso (cuando actúa como parte), le da vida al ejercicio de esa acción penal. --- - Debe concluirse que en el período de averiguación previa, se impone un deber al Ministerio Público, que no es otro, que el de justificar los requisitos a que alude el artículo 16 Constitucional; y, los datos que arroje dicha averiguación deberán ser bastantes, para que así, el juez del proceso tenga por comprobado el cuerpo del delito y la probable responsabilidad del indiciado, en términos del primer párrafo, del artículo 19 Constitucional. --- - Si bien es cierto que la persecución de los delitos incumbe al Ministerio Público por disposición constitucional, también lo es que en la dinámica de esa persecución, tiene dos características, a saber, una, de la autoridad a que antes se alude y que se extiende a través de la etapa del pre-proceso; y, otra la de parte, que corresponde al proceso. --- - En la misma etapa del proceso, puede surgir la actividad de autoridad que es inherente al Ministerio Público, tal sucede por ejemplo, cuando se niega a entregar bienes que pueden estar vinculados con un delito penal; de ahí que, todas las situaciones anteriores hagan compleja la actividad de la institución de que se trata. --- - Por lo demás, el ejercicio de la acción penal corresponde al Ministerio Público, mas cuando ejerce tal acción, deja de ser autoridad para convertirse en parte.  Tal es, entonces, la razón para calificar, con distinto criterio, la actividad del Ministerio Público, y si durante la averiguación previa, la quejosa solicita la devolución de la unidad y el Ministerio Público, que es una autoridad administrativa, se niega a entregarla, se infiere que tal decisión de la representación social, si bien no afecta directamente o indirectamente la libertad personal del indiciado, ésta se podría ver afectada con la orden de aprehensión que llegara a dictarse en su caso, por la autoridad judicial. --- - Consecuentemente, los actos procedimentales emitidos en la fase de averiguación previa por la institución del Ministerio Público, consistentes en el aseguramiento, conservación y retención del vehículo, tienen naturaleza intrínsecamente penal. --- - Así las cosas, es patente que el hecho de que la Institución del Ministerio Público tenga las características de órgano estatal dependiente del Ejecutivo y por tanto de naturaleza administrativa, así como que los actos reclamados en el juicio de garantías no sean directamente atentatorios de la libertad del quejoso; sin embargo, dicha institución es un organismo penal y el acto reclamado fue emitido durante la primera fase del procedimiento penal. --- - Se concluye que el acto que el quejoso reclamó, es un acto de naturaleza penal, y para resolver a qué Tribunal Colegiado le corresponde conocer sobre el recurso de revisión interpuesto, es necesario atender a la naturaleza de dicho acto, y no solamente a la calidad que tienen las autoridades. --- - La apertura o iniciación de la averiguación previa que lleva a cabo el Ministerio Público, con motivo de la denuncia formulada en contra de un presunto responsable de algún delito, es una actividad materialmente penal, ya que esta tiende a comprobar la existencia del cuerpo del delito y determinar si se reúnen los elementos necesarios que hagan presumir la probable responsabilidad del presunto infractor, a efecto de decidir si procede o no el ejercicio de la acción penal. --- - No obsta, el hecho de que el titular del Ministerio Público sea una autoridad administrativa, pues no debe soslayarse que cuando actúa en la fase de averiguación previa, que forma parte del procedimiento penal, lo hace en ejercicio del imperio que le otorgan los artículos 20, fracción X, 21 y 102 constitucionales; por lo que, su proceder en la investigación del delito y en la comprobación de su existencia, sólo puede ser calificado como una actividad de contenido penal. --- - El Ministerio Público tiene el carácter de autoridad durante la averiguación previa, y si el artículo 21 constitucional establece que la persecución de los delitos incumbe al Ministerio Público, que es el titular exclusivo de la acción penal, necesariamente debe concluirse que los actos emitidos por él en esta etapa indagatoria, están encaminados a investigar la existencia del ilícito, de allegarse de pruebas que demuestren éste y, la probable responsabilidad de quienes intervinieron en su comisión, apoyándose en disposiciones aplicables en materia penal; por lo que, resulta incuestionable que se trata de actos intrínsecamente penales. --- Criterio que contrario a lo sostenido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, sí es aplicable porque establece un caso similar a los analizados por dicho tribunal colegiado, ya que versó sobre un conflicto de competencia suscitado entre dos tribunales colegiados en razón de la materia, para conocer de un recurso de revisión interpuesto en contra de la sentencia dictada por un juez de Distrito en cuyo juicio se reclamó del agente del Ministerio Público Especializado en Robo de Vehículos, la desposesión de un vehículo del cual dijo ser propietario el quejoso, dictada en una averiguación previa, caso muy similar a los resueltos por el citado tribunal federal. --- Por otra parte, se procede al análisis del artículo que establece la competencia de los jueces de Distrito en Materia Penal,  y que es el 51 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, que a la letra dice: --- “ARTÍCULO 51. Los jueces de distrito de amparo en materia penal conocerán: (se transcribe) --- Asimismo el artículo 52, fracción IV  de la propia ley, establece: --- “ARTÍCULO 52. Los jueces de distrito en materia administrativa conocerán: (se transcribe). --- En el primero de los  preceptos citados  se fijan las reglas para determinar la competencia de los jueces de Distrito en el conocimiento de los juicios indirectos en la materia penal e interpretando de forma sistemática las fracciones de dicho precepto, se desprende que en el mismo se contempla la competencia de los jueces de Distrito para conocer de actos materialmente penales,  con independencia de la naturaleza de la autoridad que los expide, pues el acto puede emanar de cualquier autoridad judicial o administrativa, con tal de que se trate de un acto materialmente penal. --- Así con independencia de lo previsto en el artículo 52, fracción IV de la propia ley, que establece por exclusión  la competencia de los jueces de Distrito en Materia Penal, para conocer únicamente de los juicios de amparo promovidos en contra del procedimiento de extradición y de las disposiciones legales de carácter penal, tratándose de autoridad distinta de la judicial, invocado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal, para sostener su acerto, atendiendo a las razones antes apuntadas, así como a los criterios sostenidos por el Tribunal Pleno sobre el particular resulta inconcuso que en los casos  en que sea procedente el juicio de amparo contra  la averiguación previa, al tratarse de actos materialmente penales los realizados por el agente del Ministerio Público durante la integración de la averiguación previa, aun cuando  no inciden en la libertad de la parte quejosa, la competencia se ubica en el propio artículo 51, interpretando sus fracciones en forma sistemática en virtud de que su teología no está informada por el carácter orgánico de la autoridad que emite el acto, sino por la naturaleza penal de dicha actuación. --- La interpretación de mérito respeta el principio de especialización que justifica la creación de tribunales especializados; y, por ende, el artículo 17 constitucional, en cuanto garantiza la expeditez en el fallo, porque la resolución de los asuntos por materia, requiere del conocimiento y experiencia que tienen los que se dedican, en forma preferente, a las diversas ramas del derecho, quienes, por ese motivo, pueden ponderar en forma expedita y más autorizada las distintas soluciones en los casos concretos. --- Resultaría ilógico y contrario al principio de especialización judicial y, por ende, al principio de expeditez consagrado en el numeral 17 de la Carta Magna, puesto que si un juzgado de distrito en materia administrativa conociera de un acto eminentemente de naturaleza penal jurídicamente no podría abocarse, con la misma expeditez, conocimiento y experiencia, a dilucidar si son constitucionales o no las diligencias realizadas por la autoridad investigadora  durante la integración de una averiguación previa, lo que en un momento dado si lo podría hacer el juez de distrito conocedor de amparo en materia penal. --- Por otra parte, en cuanto a las tesis invocadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito  para sostener su consideración, debe decirse que dichos criterios ya fueron superados por el Pleno de este Alto Tribunal en su actual integración al resolver el conflicto competencial 140/2000, cuyas consideraciones ya fueron sintetizadas en el presente estudio. --- De lo hasta aquí expuesto y recapitulando, es dable concluir que tratándose de actos realizados por el Ministerio Público emitidos dentro de una averiguación previa, que no inciden en la libertad del quejoso, ni se trata del procedimiento de extradición,   al tratarse de actos de naturaleza intrínsecamente penal, con independencia  de la procedencia  del juicio de  garantías,  en su contra,  debe conocer el juez de Distrito o el Tribunal Colegiado en Materia Penal y no en Materia Administrativa. --- En efecto, tanto en la contradicción de tesis 9/96, como en el conflicto competencial 140/2000, antes citados el Tribunal Pleno ya se pronunció en el sentido de que los actos realizados por el agente del Ministerio Público durante la integración de una averiguación previa aun cuando no inciden en la libertad del quejoso, son de naturaleza intrínsecamente penal. --- En cuanto a lo sostenido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito  en el sentido que de conformidad con la fracción IV del artículo 52 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación es competente para conocer de los juicios de amparo un juez de Distrito en Materia Administrativa que se promuevan contra autoridad distinta de la judicial, ya que en la misma fracción sostiene que se previó a los actos de naturaleza intrínsecamente penal, los que restringió a las hipótesis contenidas en los artículos 50, fracción II y 51, fracción III, consistentes en cuando se trate de procedimientos de extradición o se reclame alguna disposición jurídica o ley de carácter penal;  es inexacto dicho argumento, en virtud de que como se ha precisado, atendiendo a la naturaleza del acto, es eminentemente penal al haber sido emitido o realizado durante la averiguación previa”.
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AVERIGUACIÓN PREVIA. EL JUEZ DE DISTRITO EN MATERIA PENAL ES COMPETENTE PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INTERPUESTO CONTRA LOS ACTOS REALIZADOS POR EL AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO DURANTE LA INTEGRACIÓN DE AQUÉLLA. Cuando se trate de juicios de amparo interpuestos en contra de actos realizados por el agente del Ministerio Público durante la integración de la averiguación previa, que no incidan en la libertad personal del quejoso ni se esté en presencia de un procedimiento de extradición, en atención a su naturaleza intrínsecamente penal, independientemente de la procedencia del juicio de garantías, es competente para conocer de ellos el Juez de Distrito en Materia Penal y, en consecuencia, el Tribunal Colegiado de Circuito en la misma materia para resolver el recurso de revisión respectivo. Ello es así, en virtud de que el Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al conocer de conflictos competenciales suscitados entre Tribunales Colegiados o Jueces de Distrito atiende a la naturaleza del acto reclamado para decidirlos, prescindiendo de la naturaleza formal de la autoridad de la que emana el acto; de ahí que aun cuando durante la integración de la averiguación previa el agente del Ministerio Público es una autoridad formalmente administrativa, los actos que realiza son de naturaleza penal, ya que practica toda clase de diligencias con fundamento en leyes penales, tanto sustantivas como adjetivas, por lo que se actualiza la competencia de los Jueces de Distrito en Materia Penal, prevista en el artículo 51 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, pues de la interpretación sistemática de sus fracciones se advierte que su teleología no está informada por el carácter orgánico de la autoridad que emite el acto, sino por la naturaleza penal de su actuación, aunado a que dicho análisis respeta el principio de especialización, el cual garantiza la expeditez en el fallo, ya que la resolución de los asuntos por materia requiere del conocimiento y experiencia que tienen los que se dedican en forma específica a una determinada rama del derecho, y que por ello pueden ponderar en forma más expedita y autorizada las distintas soluciones al caso concreto.

Contradicción de tesis 36/2001-PS. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito y los Tribunales Colegiados Primero y Segundo en Materia Administrativa del mismo circuito. 30 de junio de 2004. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosaura Rivera Salcedo”.

CUARTO. Existencia de la contradicción de tesis. A continuación es necesario determinar si en el presente caso existe contradicción de criterios.

Al respecto, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha determinado que para abordar la existencia de las contradicciones de tesis, no es necesario ya pasar por el cumplimiento irrestricto de los requisitos establecidos en la tesis de jurisprudencia número P./J. 26/2001, pues dicho criterio ya fue interrumpido
.

Así, al resolver la contradicción de tesis 36/2007-PL, el Pleno señaló que de los artículos 107, fracción XIII de la Constitución General, 197 y 197-A de la Ley de Amparo abrogada, se advierte que la existencia de la contradicción de criterios está condicionada a que las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o los Tribunales Colegiados en las sentencias que pronuncien sostengan “tesis contradictorias”, entendiéndose por “tesis” el criterio adoptado por el juzgador a través de argumentaciones lógico-jurídicas para justificar su decisión en una controversia, lo que determina que la contradicción de tesis se actualiza cuando dos o más órganos jurisdiccionales terminales adoptan criterios jurídicos discrepantes sobre un mismo punto de derecho, independientemente de que las cuestiones fácticas que lo rodean no sean exactamente iguales. 

Al respecto, el Pleno de este Alto Tribunal estimó que dicha conclusión es congruente con la finalidad establecida para las contradicciones de tesis, pues permite que cumplan el propósito para el cual fueron creadas y que no se desvirtúe buscando las diferencias de detalle que impiden su resolución
.


En el mismo sentido, la Primera Sala ha señalado que para determinar si existe o no contradicción debe analizarse detenidamente cada uno de los procesos interpretativos involucrados y no tanto los resultados que arrojen, con el objeto de identificar si en algún tramo de razonamiento de las respectivas decisiones se tomaron vías de solución distintas
.

En congruencia con lo anterior, partiendo de que la finalidad de la contradicción de tesis es crear seguridad jurídica, resolviendo los diferendos interpretativos que puedan surgir entre dos o más Tribunales Colegiados de Circuito, independientemente de que las cuestiones fácticas sean exactamente iguales, la Primera Sala ha considerado que para que exista una contradicción de tesis es necesario que se cumplan las siguientes condiciones
: 

a) Que los tribunales contendientes hayan resuelto alguna cuestión litigiosa en la que se vieron en la necesidad de ejercer el arbitrio judicial a través de un ejercicio interpretativo mediante la adopción de algún canon o método; 

b) Que entre los ejercicios interpretativos respectivos se encuentre al menos un tramo de razonamiento en el que la diferente interpretación ejercida gire en torno a un mismo tipo de problema jurídico; y, 

c) Que lo anterior, pueda dar lugar a la formulación de una pregunta genuina acerca de si la forma de acometer la cuestión jurídica es preferente con relación a cualquier otra que, como la primera, también sea legalmente posible. 

Criterios que se estiman aplicables en la especie, en virtud de que el procedimiento para la resolución de contradicciones de tesis entre el una Sala del Tribunal Electoral y las Salas o el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, previsto en el párrafo séptimo del artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene la misma finalidad, a saber, crear seguridad jurídica, resolviendo los diferendos interpretativos que puedan surgir entre diferentes órganos. 

Partiendo de lo anterior, se considera que es inexistente la contradicción entre los criterios sostenidos por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.

En efecto, del texto de la ejecutoria dictada en el Juicio para la Protección de los Derechos Político-Electorales del Ciudadano SUP-JDC-1657/2016, la Sala Superior del Tribunal Electoral, analizó su competencia para conocer del juicio interpuesto por un ciudadano, por propio derecho y en calidad de magistrado de un tribunal electoral local, a efecto de impugnar presuntos actos cuya realización ha afectado su derecho como integrante de la referida autoridad electoral estatal y el debido desempeño del cargo. En el que determinó que se surtía en su favor la competencia para conocerlo, conforme al criterio contenido en la tesis de jurisprudencia de ese órgano Superior Electoral, de rubro "COMPETENCIA. CORRESPONDE A LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN CONOCER DE LAS IMPUGNACIONES RELACIONADAS CON LA INTEGRACIÓN DE LAS AUTORIDADES ELECTORALES DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS"
, pues consideró que es competente para conocer de las impugnaciones de actos o resoluciones vinculados con la integración de las autoridades electorales de las entidades federativas

Explicando que, ese Tribunal había reconocido el derecho a cuestionar aquellos actos o resoluciones que se estime atentan contra el pleno ejercicio de la función electoral de los integrantes de los órganos citados, de conformidad con los principios y valores establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque una concepción completa del derecho a integrar un órgano electoral no se limita a formar parte del mismo, pues se debe entender que implica también el derecho a ejercer las funciones inherentes al cargo, pues de otra manera se generaría una restricción injustificada del derecho de acceso a la jurisdicción que tiene todo ciudadano para reclamar actos que considera afectan su derecho a integrar órganos electorales, en detrimento a la garantía de tutela judicial efectiva prevista en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Mientras que, en la contradicción de tesis 36/2001-PS, que dio origen a la tesis de jurisprudencia 1a./J. 89/2004, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, interpretó los artículos 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el artículo 51 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y determinó que cuando se trate de juicios de amparo interpuestos en contra de actos realizados por el agente del Ministerio Público durante la integración de la averiguación previa, que no incidan en la libertad personal del quejoso ni se esté en presencia de un procedimiento de extradición, en atención a su naturaleza intrínsecamente penal, independientemente de la procedencia del juicio de garantías, es competente para conocer de ellos el juez de distrito en materia penal y no a uno en materia administrativa y, en consecuencia, el Tribunal Colegiado de Circuito en la misma materia para resolver el recurso de revisión respectivo. 
Ello en virtud, de que debe atenderse a la naturaleza del acto reclamado para decidirlos, prescindiendo de la naturaleza formal de la autoridad de la que emana el acto; de ahí que, aun cuando durante la integración de la averiguación previa el agente del Ministerio Público es una autoridad formalmente administrativa, los actos que realiza son de naturaleza penal, ya que practica toda clase de diligencias con fundamento en leyes penales, tanto sustantivas como adjetivas, por lo que, se actualiza la competencia de los Jueces de Distrito en Materia Penal, prevista en el artículo 51 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, pues de la interpretación sistemática de sus fracciones se advierte que su teleología no está informada por el carácter orgánico de la autoridad que emite el acto, sino por la naturaleza penal de su actuación.

Como puede observarse, las resoluciones emitidas por los Tribunales mencionados, no colman los requisitos necesarios para considerar existente la contradicción de tesis denunciada.
Esto pues, el segundo y tercero de los supuestos de existencia de contradicción de tesis no se satisfacen en el caso, ya que de la lectura de las ejecutorias contendientes, se advierte que sus criterios no derivaron del estudio de las mismas situaciones de derecho y por tanto, no es posible la formulación de una pregunta genuina acerca del punto jurídico en específico.

Lo anterior es así, ya que las ejecutorias contendientes si bien, abordan cuestiones relativas a la competencia de medios de control constitucional de órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación; lo cierto es que, no analizan el mismo punto jurídico, pues la Primera de las Salas señaladas analizó su competencia para conocer de un juicio para la Protección de los Derechos Político-Electorales del Ciudadano interpuesto por un ciudadano, en calidad de magistrado de un tribunal electoral local, en el que se impugnaron actos cuya realización presuntamente habían afectado su derecho como integrante de la referida autoridad electoral estatal y el debido desempeño del cargo; mientras que la Primera Sala analizó la competencia entre jueces de distrito o tribunales colegiados para conocer de juicios de amparo interpuestos en contra de actos realizados por el agente del Ministerio Público durante la integración de la averiguación previa, que no incidan en la libertad personal del quejoso ni se esté en presencia de un procedimiento de extradición.

Así pues, debe decirse que, aun cuando en la especie los contendientes se avocaron al análisis de la competencia para conocer de diversos juicios; lo cierto es que, en principio, no analizaron tal competencia para conocer del mismo medio de control constitucional y, de manera destacada no analizaron – como lo señala el denunciante- la competencia para conocer de los mismos actos jurídicos, es decir, de actos realizados en una averiguación previa por el Ministerio Público, pues tal supuesto sólo fue analizado por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en tanto, la Sala Superior del Tribunal Electoral analizó su competencia para conocer de un juicio en el que se impugnaban, según lo señalado por el actor, actos que atentaban contra el correcto desempeño de la actividad jurisdiccional en el Tribunal Electoral de una entidad federativa.  
Al respecto, cabe precisar que de la sentencian de la aludida Sala Superior se advierte el Magistrado del Tribunal Electoral del Estado de San Luis Potosí, en su demanda señaló como acto impugnado "…las acciones intimidatorias y persecutorias que han venido realizando las autoridades responsables, mismas que han tenido como resultado la obstaculización, la restricción y el impedimento de ejercer como Autoridad Electoral con las Garantías Convencionales, Constitucionales y Legales; al acotar, suspender, impedir y restringir el ejercicio del cargo, al obstaculizar la posibilidad formal y material de desempeñar a cabalidad el nombramiento de Magistrado del Tribunal Electoral de San Luis Potosí conferido por el Senado de la República, toda vez que las referidas acciones intimidatorias y persecutorias ejercidas por las autoridades responsables, violentan de manera irrestricta, los principios de autonomía e independencia con que debe gozar el suscrito en mi calidad de Magistrado del Tribunal Electoral de San Luis Potosí".

Asimismo, en el considerando relativo a la identificación del acto impugnado la Sala Superior, determinó que de la lectura integral del escrito de demanda se desprendía que el actor se dolía, en concreto, de los presuntos hechos ocurridos el quince de abril de dos mil dieciséis, cuando aduce que la Magistrada señalada como responsable, introdujo al tribunal electoral local personas armadas que catearon las instalaciones e intimidaron al personal, incluido el propio actor; hechos que, fueron directamente presenciados por el actor, pues según su propio dicho, fue uno de los magistrados presentes que, junto con el Magistrado Presidente y el personal que labora en esa institución, se vio afectado por el temor y la incertidumbre generados con la irrupción de los referidos elementos policiacos.
Al respecto, cabe precisar que si bien, como lo aduce el denunciante, los actos contra los que se promovió el Juicio para la Protección de los Derechos Político-Electorales del Ciudadano SUP-JDC-1657/2016, pudieran derivar de una averiguación previa, lo cierto es que, el conflicto no fue planteado así ante la Sala Superior del conocimiento, ni fue determinado de esa forma en la sentencia relativa; por lo que, con independencia de lo correcto o incorrecto que resulte tal determinación, el análisis realizado por esa Sala no tomó como base que los actos impugnados fueran actuaciones del Ministerio Público en una averiguación previa, por tanto, no analizó ni se pronunció respecto a que fuera competente para conocer de tales actos.

Así, dadas las particularidades de cada uno de los casos a estudio y, sobre todo del análisis que realizó cada una de las Salas contendientes, impiden la formulación de un genuino cuestionamiento jurídico a resolver. Es por ello que, en la especie se estima que no se satisfacen el segundo ni el tercero de los requisitos que condicionan la existencia de la contradicción de tesis denunciada. 
En estas condiciones, dado que las Salas contendientes partieron del análisis de cuestiones jurídicas diferentes, es que no sostuvieron criterios jurídicos discrepantes. 
En consecuencia, procede declarar inexistente la presente contradicción de tesis entre la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ya que no emitieron pronunciamientos discrepantes en torno a un mismo punto de derecho.

Por lo expuesto y fundado se resuelve:

ÚNICO. No existe la contradicción de tesis denunciada a que se refiere este expediente.

Notifíquese; con testimonio de la presente resolución y, en su oportunidad archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales.
El señor Ministro José Fernando Franco González Salas no asistió a la sesión de nueve de febrero de dos mil diecisiete por desempeñar una comisión oficial.

El señor Ministro Presidente Aguilar Morales declaró que el asunto se resolvió en los términos propuestos. Doy fe.

Firman los señores Ministro Presidente y Ponente, con el Secretario General de Acuerdos que autoriza y da fe.

MINISTRO PRESIDENTE

LUIS MARÍA AGUILAR MORALES
MINISTRO PONENTE

JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO.

SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS

LIC. RAFAEL COELLO CETINA

ESTA FOJA CORRESPONDE A LA CONTRADICCIÓN DE TESIS 309/2016, SUSCITADA ENTRE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, FALLADA EL NUEVE DE FEBRERO DE DOS MIL DIECISIETE, EN EL SENTIDO SIGUIENTE: ÚNICO. NO EXISTE LA CONTRADICCIÓN DE TESIS DENUNCIADA A QUE SE REFIERE ESTE EXPEDIENTE. CONSTE.
� Cuaderno principal, fojas 18 a 20.


� Cuaderno principal, foja 135.





� Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


“Artículo 99. 


(…)


Cuando una sala del Tribunal Electoral sustente una tesis sobre la inconstitucionalidad de algún acto o resolución o sobre la interpretación de un precepto de esta Constitución, y dicha tesis pueda ser contradictoria con una sostenida por las salas o el Pleno de la Suprema Corte de Justicia, cualquiera de los Ministros, las salas o las partes, podrán denunciar la contradicción en los términos que señale la ley, para que el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación decida en definitiva cuál tesis debe prevalecer. Las resoluciones que se dicten en este supuesto no afectarán los asuntos ya resueltos.


(…)”


� Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación  


“Artículo 10. La Suprema Corte de Justicia conocerá funcionando en Pleno:


(…)


VIII. De las denuncias de contradicción entre tesis sustentadas por las Salas de la Suprema Corte de Justicia, por el Tribunal Electoral en los términos de los artículos 236 y 237 de esta ley, o por los Plenos de Circuito de distintos Circuitos, por los Plenos de Circuito en materia especializada de un mismo Circuito y por los tribunales colegiados de circuito con diferente especialización, cuando se trate de asuntos que por razón de la materia no sean de la competencia exclusiva de alguna de las Salas;


(…)”


� Acuerdo General número 5/2013, de trece de mayo de dos mil trece, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación


“SEGUNDO. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación conservará para su resolución:


(…)


VII. Las contradicciones entre tesis sustentadas por las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como las diversas que se susciten entre el Pleno o las Salas de este Alto Tribunal y alguna de las Salas del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en términos del párrafo séptimo del artículo 99 constitucional, así como las suscitadas entre los Plenos de Circuito y/o los Tribunales Colegiados de un diverso Circuito, cuando así lo acuerde la Sala en la que esté radicada y el Pleno lo estime justificado;


(…)”





� “Artículo 236.- De conformidad con lo previsto por el párrafo séptimo del artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la fracción VIII del artículo 10 de esta ley, cuando en forma directa o al resolver en contradicción de criterios una Sala del Tribunal Electoral sustente una tesis sobre la inconstitucionalidad de un acto o resolución o sobre la interpretación de un precepto de la propia Constitución, y dicha tesis pueda ser contradictoria con una sostenida por las Salas o el Pleno de la Suprema Corte de Justicia, cualquiera de los ministros, de las Salas o las partes, podrán denunciar la contradicción para que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia, en un plazo no mayor a diez días, decida en definitiva cuál es la tesis que debe prevalecer”.





� Jurisprudencia, P./J. 26/2001, publicada en el Semanario de la Suprema Corte de Justicia y su Gaceta, novena época, pleno, XIII, abril 2001, pág. 76, de rubro “CONTRADICCIÓN DE TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA”. 


� Jurisprudencia, P./J. 72/2010, publicada en el Semanario de la Suprema Corte de Justicia y su Gaceta, novena época, pleno, XXXII, agosto 2010, pág. 7, de rubro y texto siguientes: “CONTRADICCIÓN DE TESIS. EXISTE CUANDO LAS SALAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN O LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO ADOPTAN EN SUS SENTENCIAS CRITERIOS JURÍDICOS DISCREPANTES SOBRE UN MISMO PUNTO DE DERECHO, INDEPENDIENTEMENTE DE QUE LAS CUESTIONES FÁCTICAS QUE LO RODEAN NO SEAN EXACTAMENTE IGUALES. De los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 197 y 197-A de la Ley de Amparo, se advierte que la existencia de la contradicción de criterios está condicionada a que las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o los Tribunales Colegiados de Circuito en las sentencias que pronuncien sostengan "tesis contradictorias", entendiéndose por "tesis" el criterio adoptado por el juzgador a través de argumentaciones lógico-jurídicas para justificar su decisión en una controversia, lo que determina que la contradicción de tesis se actualiza cuando dos o más órganos jurisdiccionales terminales adoptan criterios jurídicos discrepantes sobre un mismo punto de derecho, independientemente de que las cuestiones fácticas que lo rodean no sean exactamente iguales, pues la práctica judicial demuestra la dificultad de que existan dos o más asuntos idénticos, tanto en los problemas de derecho como en los de hecho, de ahí que considerar que la contradicción se actualiza únicamente cuando los asuntos son exactamente iguales constituye un criterio rigorista que impide resolver la discrepancia de criterios jurídicos, lo que conlleva a que el esfuerzo judicial se centre en detectar las diferencias entre los asuntos y no en solucionar la discrepancia. Además, las cuestiones fácticas que en ocasiones rodean el problema jurídico respecto del cual se sostienen criterios opuestos y, consecuentemente, se denuncian como contradictorios, generalmente son cuestiones secundarias o accidentales y, por tanto, no inciden en la naturaleza de los problemas jurídicos resueltos. Es por ello que este Alto Tribunal interrumpió la jurisprudencia P./J. 26/2001 de rubro: "CONTRADICCIÓN DE TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA.", al resolver la contradicción de tesis 36/2007-PL, pues al establecer que la contradicción se actualiza siempre que "al resolver los negocios jurídicos se examinen cuestiones jurídicas esencialmente iguales y se adopten posiciones o criterios jurídicos discrepantes" se impedía el estudio del tema jurídico materia de la contradicción con base en "diferencias" fácticas que desde el punto de vista estrictamente jurídico no deberían obstaculizar el análisis de fondo de la contradicción planteada, lo que es contrario a la lógica del sistema de jurisprudencia establecido en la Ley de Amparo, pues al sujetarse su existencia al cumplimiento del indicado requisito disminuye el número de contradicciones que se resuelven en detrimento de la seguridad jurídica que debe salvaguardarse ante criterios jurídicos claramente opuestos. De lo anterior se sigue que la existencia de una contradicción de tesis deriva de la discrepancia de criterios jurídicos, es decir, de la oposición en la solución de temas jurídicos que se extraen de asuntos que pueden válidamente ser diferentes en sus cuestiones fácticas, lo cual es congruente con la finalidad establecida tanto en la Constitución General de la República como en la Ley de Amparo para las contradicciones de tesis, pues permite que cumplan el propósito para el que fueron creadas y que no se desvirtúe buscando las diferencias de detalle que impiden su resolución".


� Jurisprudencia, 1a./J. 23/2010, publicada en el Semanario de la Suprema Corte de Justicia y su Gaceta, novena época, primera sala, XXXI, marzo 2010, pág. 123, de rubro y texto: “CONTRADICCIÓN DE TESIS ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. FINALIDAD Y CONCEPTO. El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 36/2007-PL, en sesión de 30 de abril de 2009, interrumpió la jurisprudencia P./J. 26/2001, de rubro: "CONTRADICCIÓN DE TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA.". Así, de un nuevo análisis al contenido de los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 197-A de la Ley de Amparo, la Primera Sala advierte como condición para la existencia de la contradicción de tesis que los criterios enfrentados sean contradictorios; sin embargo, el sentido del concepto "contradictorio" ha de entenderse cuidadosamente, no tanto en función del estado de los criterios enfrentados, sino de la finalidad misma de la contradicción de tesis, que es generar seguridad jurídica. En efecto, la condición que debe observarse está más ligada con el fin que con el medio y, por tanto, la esencia de la contradicción radica más en la necesidad de dotar al sistema jurisdiccional de seguridad jurídica que en la de comprobar que se reúna una serie de características determinadas en los casos resueltos por los tribunales colegiados de circuito; de ahí que para determinar si existe o no una contradicción de tesis debe analizarse detenidamente cada uno de los procesos interpretativos involucrados -y no tanto los resultados que ellos arrojen- con el objeto de identificar si en algún razonamiento de las respectivas decisiones se tomaron vías de solución distintas -no necesariamente contradictorias en términos lógicos- aunque legales, pues al ejercer el arbitrio judicial pueden existir diferendos, sin que ello signifique haber abandonado la legalidad. Por ello, en las contradicciones de tesis que la Suprema Corte de Justicia de la Nación está llamada a resolver debe avocarse a reducir al máximo, cuando no a eliminar, ese margen de discrecionalidad creado por la actuación legal y libre de los tribunales contendientes.” 


� Jurisprudencia, 1a./J. 22/2010, publicada en el Semanario de la Suprema Corte de Justicia y su Gaceta, novena época, primera sala, XXXI, marzo 2010, pág. 122, de rubro y texto siguientes: “CONTRADICCIÓN DE TESIS ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. CONDICIONES PARA SU EXISTENCIA. Si se toma en cuenta que la finalidad última de la contradicción de tesis es resolver los diferendos interpretativos que puedan surgir entre dos o más tribunales colegiados de circuito, en aras de la seguridad jurídica, independientemente de que las cuestiones fácticas sean exactamente iguales, puede afirmarse que para que una contradicción de tesis exista es necesario que se cumplan las siguientes condiciones: 1) que los tribunales contendientes hayan resuelto alguna cuestión litigiosa en la que tuvieron que ejercer el arbitrio judicial a través de un ejercicio interpretativo mediante la adopción de algún canon o método, cualquiera que fuese; 2) que entre los ejercicios interpretativos respectivos se encuentre al menos un razonamiento en el que la diferente interpretación ejercida gire en torno a un mismo tipo de problema jurídico, ya sea el sentido gramatical de una norma, el alcance de un principio, la finalidad de una determinada institución o cualquier otra cuestión jurídica en general, y 3) que lo anterior pueda dar lugar a la formulación de una pregunta genuina acerca de si la manera de acometer la cuestión jurídica es preferente con relación a cualquier otra que, como la primera, también sea legalmente posible”.


� Cuyos datos de localización y texto son: Época: Cuarta Época. Registro: 1205. Sala Superior. Jurisprudencia. Fuente: Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, TEPJF. Localización: Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 2, Número 4, 2009, páginas 13 a 15. Tesis: 3/2009.Pag. 13. “De la interpretación sistemática de los artículos 35, fracción II; 41, párrafo segundo, base VI; 99, párrafos segundo, cuarto y octavo, y 105, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 189, fracción I, incisos d) y e), así como 195, fracciones III y XIV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y 79, párrafo 2, y 87 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, se concluye que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación es competente para conocer de las impugnaciones de actos o resoluciones vinculados con la designación de los integrantes de las autoridades electorales de las entidades federativas, sea mediante juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano o juicio de revisión constitucional electoral, porque como máxima autoridad jurisdiccional electoral le corresponde resolver todas las controversias en la materia, con excepción de las que son competencia exclusiva de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y las salas regionales, sin que la hipótesis mencionada esté dentro de los supuestos que son del conocimiento de éstas, además de que en el ámbito electoral local debe velar por la observancia de los principios de imparcialidad, independencia, legalidad y objetividad que rigen los procesos electorales.”.
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